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Sería del caso proferir decisión de fondo dentro de la acción de tutela propuesta por la señora Luisa Fernanda Robledo contra La Dirección General de Sanidad Militar y otros, pero un estudio preliminar del caso impide que tal propósito se lleve a cabo, dado que se ha configurado una nulidad insaneable, por las razones que pasan a exponerse. 

El Juzgado de conocimiento profirió sentencia dentro la presente acción de tutela el día 23 de junio de 2016, decisión que fue impugnada por el Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” y la Dirección General de Sanidad Militar.

Esta última entidad, solicitó la nulidad de la actuación soportada en la falta de notificación a esa entidad del auto admisorio de la demanda, omisión que impidió que ejerciera el derecho de defensa y se le garantizara el debido proceso durante el trámite de primera instancia.

Adicionalmente sostuvo que la  Dirección General de Sanidad Militar hace parte de la estructura orgánica del Ministerio de Defensa, ente de naturaleza pública del orden nacional, razón por la cual, la presente acción de tutela debe ser conocida por los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura, en virtud de lo dispuesto por el Decreto 1382 de 2000. 

Antes de analizar la situación fáctica y procesal sirve de base a la anunciada nulidad, vale la pena precisar que,  tal y como lo indica la recurrente, el Decreto 1382 de 2000 estableció reglas para realizar el reparto de la acciones de tutela entre los diferentes despachos judiciales, teniendo como punto de referencia la naturaleza jurídica de la entidad accionada, para determinar que juzgado o Corporación debe conocer del asunto.  Es así que, en los casos de entidades del orden nacional, como lo es el Ministerio de Defensa Nacional, entidad de cuya estructura hace parte la Dirección General de Sanidad Militar,  quienes deben conocer de las acciones constitucionales en su contra son los Tribunales Superiores de Distrito, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura.

No obstante, la copiosa jurisprudencia constitucional ha establecido que, en materia de acción de tutela, los únicos conflictos de competencia que pueden presentarse por la aplicación del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, son  los que surgen del factor territorial y los relativos a las acciones de tutela iniciadas contra medios de comunicación, entendiendo que la disposición en cita, claramente establece una competencia a prevención, y que tal figura consiste en que cualquiera de los jueces que se señalan por la norma tiene la facultad de impartir justicia en el caso concreto, la elección válida que de uno de ellos haga el accionante, determina la  obligación del funcionario señalado por él, de asumir el conocimiento del asunto.  
Lo anterior era necesario para precisar que no existe irregularidad alguna por el conocimiento que del presente asunto asumió el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía. 

Ahora, en lo que tiene que ver con la ausencia de notificación del auto admisorio ha sido enfático el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional en sostener que el respeto del debido proceso y garantía del efectivo ejercicio del derecho de defensa y contradicción son pilares procesales por los cuales debe propugnar el juez de tutela, con independencia del principio de informalidad que debe orientar la actividad judicial durante el trámite de la acción constitucional.  Así lo sostuvo en auto del 6 de mayo de 2003 al decir lo siguiente:
“1.La oportuna realización de las notificaciones o actos de comunicación procesal es una de las manifestaciones más importantes del respeto al debido proceso y lo es tanto en relación con las partes que intervienen en el proceso como respecto de los terceros a quienes les asista un interés legítimo en él.  
 
Esta relevancia de las notificaciones se potencia en el ámbito de los procesos de tutela dado que en ellos se debate el amparo constitucional de los derechos fundamentales, siendo, por lo tanto, prioritario que se configure debidamente el contradictorio y que se notifique a las partes y a los terceros con interés legítimo, las decisiones proferidas”.
En el presente asunto, se tiene que de acuerdo con la guía de correo certificada No RN591526322CO, visible a folio 05 del cuaderno de segunda instancia, la notificación del auto admisorio de la acción de tutela a la Dirección General de Sanidad Militar se surtió el día 22 de junio del año 2016, lo que indica que el término para dar respuesta a la acción transcurrió entre el 23 y 24 de igual mes y año.

Tal y como se presentan las cosas, no existe duda que a la entidad accionada le fueron vulnerado sus derechos a la defensa y al debido proceso, en la medida en que fue proferida decisión de fondo el día 23 de junio de 2016, es decir, antes de vencer el término que le fuera conferido para integrar la litis, lo cual configura una irregularidad insaneable.

Así las cosas, la Sala declarará la nulidad de la sentencia impugnada, y remitirá la demanda y sus anexos al Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía, con el fin de que reanude el término de traslado conferido a la Dirección General de Sanidad Militar, en orden a que se le dé la oportunidad de ejercer su derecho de defensa.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de la sentencia proferida por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Qunchía, dentro de la acción de tutela promovida Luisa Fernanda Robledo contra el Dispensario Médico No 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, la Dirección General de Sanidad Militar y otros.
SEGUNDO: ORDENAR  al Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía reanudar el término de traslado conferido a la Dirección General de Sanidad Militar, en orden a que se le dé la oportunidad de ejercer su derecho de defensa.

TERCERO: REMITIR a través de la Secretaría de esta Corporación,  el expediente al referido despacho.
CUARTO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

El Magistrado,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
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